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… surge claro que el señor JPO lo que pretende en realidad con la acción constitucional es dejar de lado el plazo que fijó el juzgado para estudiar nuevamente su situación jurídica, decisión con la que evidentemente no está de acuerdo, pero que goza de presunción de acierto y legalidad porque fue emitida por la autoridad competente, bajo la atribución otorgada por el legislador y con una fundamentación jurídica clara; además, contra la misma el accionante no manifestó inconformidad en el momento procesal oportuno.  
Sobre ello, la Sala no puede más que reiterar que la tutela no es un mecanismo jurídico adicional o paralelo a las instancias y recursos previstos en la jurisdicción ordinaria, como aquí se pretende, lo que contraviene abiertamente el principio de subsidiariedad que la rige.
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1.- VISTOS

[bookmark: _Hlk182375750]Procede la Sala a decidir la tutela instaurada por el señor JPO, interno del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de -EPMSC- Pereira, contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, igualdad, trato digno y el debido proceso.

2.- SOLICITUD 

De la información aportada por la accionante en el escrito de tutela, se advierte que el señor JPO se encuentra privado de la libertad en calidad de condenado, cuya pena actualmente vigila el juzgado accionado, despacho que hace 04 meses aproximadamente le negó el beneficio de libertad condicional, aun cuando cumple los requisitos objetivos, pues estimó necesario que continuara el tratamiento penitenciario y que, posteriormente, se estudiaría nuevamente la posibilidad de conceder el beneficio; no obstante, hasta la fecha, pese a las diversas peticiones enviadas al juzgado en las que reclama el beneficio en comento, sigue sin recibir respuesta. 

Solicitó el amparo de tutela a sus derechos fundamentales de petición, igualdad, trato digno y el debido proceso; en consecuencia, se ordene a la autoridad judicial accionada que proceda a resolver el pedido de libertad condicional y se le notifique por escrito la respuesta.

3.- trámite y CONTESTACIÓN	

3.1.- Mediante auto de febrero 17 de 2024, el despacho admitió la tutela y corrió el traslado respectivo al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, como autoridad accionada. 

3.2.- Al respecto, la titular del despacho judicial informó que, en efecto, en proveído de marzo 04 de 2025 se resolvió desfavorablemente la solicitud de libertad condicional invocada a nombre del señor JPO, al concluir del análisis del caso concreto que aún se encontraba apto para retornar al tejido social y debía continuar cumpliendo la pena impuesta, como quiera que ya antes había sido beneficiado de la pena sustitutiva de prisión domiciliaria, con suscripción de diligencia compromisoria en julio 27 de 2022, pero cuatro meses después -en noviembre 29/2022- fue sorprendido en la comisión de otra conducta delictiva.

Precisó que la decisión no fue objeto de recursos, en tanto que, frente a las peticiones reiteradas del accionante para acceder al aludido subrogado, el juzgado, mediante autos de marzo 27 y mayo 12 de 2025, le hizo saber que no había lugar a resolver sobre lo ya definido, sin surgir circunstancias nuevas u otras de orden legal o jurisprudencial que exijan un nuevo estudio del beneficio reclamado, advirtiéndosele finalmente que, cumplido el segundo trimestre del año, el despacho volvería a analizar su desempeño y comportamiento en el tratamiento penitenciario. 

Así, solicitó que se declare improcedente la acción invocada porque con ella se pretende desplazar la competencia del juez natural.

3.3.- La procuradora judicial I delegada ante el juzgado accionado, como agente del Ministerio Público, emitió concepto desfavorable respecto a la procedencia de la acción de tutela, al observar que el juzgado accionado no había omitido sus obligaciones frente a las pretensiones del accionante, a quien le fue negado el beneficio de libertad condicional en marzo 05 de 2025 bajo argumentos jurídicos válidos, en tanto que se dejó muy claro que la situación jurídica del penado se reevaluaría nuevamente en el tercer semestre del año, determinación que consideró proporcional, racional y consecuente con el comportamiento evaluado.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por el 1069 de 2015 y este a su vez por el 1983 de 2017 y el 333 de 2021.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del procesado JPO; en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que debe realizar la autoridad judicial involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De lo arrimado al dosier se tiene que el señor JPO, privado de la libertad en centro penitenciario, acudió a la acción constitucional con el fin de reclamar la protección de los derechos fundamentales que consideró vulnerados por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto no se ha brindado respuesta a varias solicitudes de libertad condicional que presentó al juzgado después de que le fue negada por valoración del factor subjetivo del beneficio hace aproximadamente cuatro meses atrás.

Como se advera, los reclamos de la parte accionante se asocian con las garantías fundamentales del debido proceso y el acceso a la Administración de Justicia, en concreto, frente al derecho a obtener respuesta de las pretensiones postuladas como parte legitimada en el proceso judicial. 

En punto al debido proceso, acorde con el dispositivo 29 Superior, este se entiende “[…] como “la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa[footnoteRef:1], de ser oída, hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables”[footnoteRef:2]. Tal derecho, siendo de aplicación general y universal “constituye un presupuesto para la realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico”[…]”[footnoteRef:3], e igualmente el derecho de acceso a la Administración de Justicia, consagrado en el artículo 229 Superior, ha sido definido la Corte Constitucional como “la posibilidad que tienen todas las personas, naturales o jurídicas, de acudir a las autoridades judiciales para obtener la protección o el restablecimiento de sus derechos y la preservación del orden jurídico”[footnoteRef:4]. [1:  Cfr. Sentencia C-401 de 2013.]  [2:  Sentencia C-617 de 1996. Reiterada en la sentencia C-401 de 2013.]  [3:  Sentencia C-799 de 2005.]  [4:  Sentencia T-103 de 2019.] 


Pues bien, en el caso concreto la parte actora, en esencia, alega la omisión del juzgado porque no ha atendido peticiones varias -no especificadas- en las que reiteró su pretensión de que se le conceda el beneficio de libertad condicional, y que fueron posteriores a la decisión que le negó el subrogado por la valoración subjetiva del beneficio. 

Como punto de partida la Sala debe precisar que, en la revisión del expediente digital puesto a disposición por parte del juzgado, se observa que, en efecto, en marzo 05 de 2025[footnoteRef:5] el despacho accionado se pronunció de fondo sobre la libertad condicional invocada por el señor JPO, quien cumple una pena privativa de la libertad como responsable penal de los injustos de Homicidio agravado y Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones agravado, según sentencia de octubre 04 de 2019.  [5:  Expediente digital rad. 76520600000020180005600, carpeta “04Ejecución”, “C04EjecucionSentenciaPereiraJ04”, documento “013JeffersonPerez49729LibertadCondicionalAuto519”] 


En esa oportunidad, la juez negó el subrogado por estimar necesario que el penado continuara el tratamiento penitenciario en el marco de la prevención especial positiva como fin de la pena, al constatar que durante su ejecución el ciudadano incurrió en otra conducta delictiva cuando permanecía en prisión domiciliaria en vigencia del año 2022, pese a los compromisos adquiridos para tal sustituto. 

Con posterioridad, obran en el expediente solicitudes radicadas en marzo 11 y 25, y mayo 08 de 2025[footnoteRef:6], en las cuales el accionante reiteró su pretensión de libertad condicional, peticiones que fueron atendidas por el juzgado en proveídos de marzo 12 y 27, y mayo 12 de 2025[footnoteRef:7], pronunciamientos en los que el despacho se atuvo a lo ya resuelto por cimentarse en los mismos presupuestos fácticos y jurídicos ya analizados la decisión de marzo 05 anterior. [6:  Documentos visibles en el orden documental con los consecutivos 017, 023, 030 y 031, del cuaderno “C04EjecucionSentenciaPereiraJ04”.]  [7:  Documentos 018, 024 y 032 ibidem.] 


Igualmente, reposa en la foliatura digital la trazabilidad de la gestión de notificaciones al penado sobre los diversos autos del despacho, por conducto de la oficina asesoría jurídica del centro de reclusión, con la corroboración de las notificaciones personales suscritas por el señor JPO en constancias acumuladas remitidas por la autoridad penitenciaria y visibles en el documento con consecutivo “038”.

Al respecto, la Sala aprecia que, contrario lo afirma el accionante, el juzgado no ha incurrido en omisión alguna que lesione sus derechos y garantías procesales, por el contrario, se ha pronunciado oportunamente frente a cada solicitud, pese a que desde la decisión de marzo 05 le hizo saber que haría un nuevo estudio del subrogado una vez culminara el segundo trimestre, lapso que está en el ámbito de lo razonable frente a las necesidades advertidas por la funcionaria al analizar las particularidades del tratamiento penitenciario del sancionado, determinaciones que, según se verificó, fueron comunicadas en debida forma al interesado, de hecho, él mismo reseñó en su solicitud de amparo de tutela que el beneficio le fue negado en los meses previos y conocía los motivos de la judicatura para esa determinación.

En ese contexto, surge claro que el señor JPO lo que pretende en realidad con la acción constitucional es dejar de lado el plazo que fijó el juzgado para estudiar nuevamente su situación jurídica, decisión con la que evidentemente no está de acuerdo, pero que goza de presunción de acierto y legalidad porque fue emitida por la autoridad competente, bajo la atribución otorgada por el legislador y con una fundamentación jurídica clara; además, contra la misma el accionante no manifestó inconformidad en el momento procesal oportuno.  

Sobre ello, la Sala no puede más que reiterar que la tutela no es un mecanismo jurídico adicional o paralelo a las instancias y recursos previstos en la jurisdicción ordinaria, como aquí se pretende, lo que contraviene abiertamente el principio de subsidiariedad que la rige.

Bajo esa óptica, esta Corporación no requiere de mayores disquisiciones para colegir que en el caso planteado por el señor JPO, no ha existido omisión alguna lesiva de sus derechos fundamentales, lo que de plano hace improcedente el amparo de tutela deprecado, conforme lo ha decantado la jurisprudencia constitucional[footnoteRef:8].  [8:  Al respecto, de vieja data la jurisprudencia constitucional ha señalado: “En este orden de ideas, partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del mencionado Decreto, se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales. En otras palabras, no es procedente la acción de tutela cuando se acude a ella bajo una mera suposición, conjetura, o hipotética trasgresión a los derechos fundamentales.” (Sentencia T-883/08)] 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela propuesta por el señor JPO, ante la inexistencia de la omisión y presunta vulneración de derechos invocados, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento


JULIÁN RIVERA LOAIZA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento


MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento
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